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VISITA DOMICILIARIA O REVISIÓN DE GABINETE. EL HECHO DE QUE SE DEJE 

INSUBSISTENTE LA ORDEN RELATIVA POR LA DECLARACIÓN DE NULIDAD 

LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN DETERMINANTE DEL CRÉDITO FISCAL, 

AL NO HABERSE EMITIDO Y NOTIFICADO EN EL PLAZO DE CINCO MESES, 

IMPIDE A LA AUTORIDAD REVISAR NUEVAMENTE LA MISMA 

CONTRIBUCIÓN, POR LOS MISMOS HECHOS Y PERIODO (LEGISLACIÓN DE LA 

CIUDAD DE MÉXICO). 

 

Acorde con el artículo 95 del Código Fiscal de la Ciudad de México, la autoridad hacendaria 

cuenta con un plazo máximo de cinco meses, contados a partir del día siguiente al del 

levantamiento del acta final o al del vencimiento de los plazos establecidos en las fracciones 

IX del artículo 90 o V del artículo 92 del mismo ordenamiento, para emitir y notificar la 

resolución determinante del crédito fiscal, cuando con motivo de sus facultades de 

comprobación conozca la comisión de una o varias infracciones que originen la omisión total 

o parcial en el pago de contribuciones. Ahora bien, si no se observa dicho plazo, ello 

provocará que quede sin efectos la orden de visita domiciliaria o de revisión de gabinete y 

las actuaciones que de ella deriven, lo que evidencia que el legislador estableció una facultad 

reglada con la finalidad de otorgar certeza jurídica a los contribuyentes respecto del plazo 

máximo en que la autoridad puede llevar a cabo actos de molestia derivados de sus facultades 

de comprobación. Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

en la jurisprudencia 2a./J. 2/2004, cuyos razonamientos son aplicables por identidad de razón 

al supuesto que se analiza, estableció que la inobservancia de este tipo de facultades lleva a 

la declaración de nulidad lisa y llana de la resolución determinante del crédito. Por tanto, 

cuando la autoridad hacendaria emite una resolución que impone un crédito fiscal fuera del 

plazo de cinco meses, ello traerá como consecuencia que se declare su nulidad lisa y llana, 

sin que pueda revisar nuevamente la misma contribución, por los mismos hechos y periodo 

que fueron objeto de las actuaciones derivadas de la orden dejada sin efectos; de lo contrario, 

se ampliaría el plazo con que contaba la autoridad hacendaria para emitir esa resolución, el 

cual el legislador restringió a cinco meses. 

 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO. 

 



Amparo directo 60/2018. Martha Eugenia Gutiérrez Montero y otro. 8 de marzo de 2018. 

Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Andrés Ortiz Cruz. Secretario: Luis Carlos Vega 

Margalli.  

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 2/2004, de rubro: "VISITA DOMICILIARIA O 

REVISIÓN DE GABINETE. SU CONCLUSIÓN EXTEMPORÁNEA DA LUGAR A 

QUE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 

DECLARE LA NULIDAD LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA." 

citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Época, Tomo XX, julio de 2004, página 516. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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TRANSFERENCIAS ELECTRÓNICAS BANCARIAS. LA IMPRESIÓN DE INTERNET 

DE LA INFORMACIÓN DERIVADA DE ÉSTAS, AL TENER LA NATURALEZA DE 

DESCUBRIMIENTO DE LA CIENCIA, SU VALOR PROBATORIO QUEDA AL 

PRUDENTE ARBITRIO DEL JUZGADOR. 

 

Conforme al artículo 1238 del Código de Comercio, los documentos privados son aquellos 

que, por exclusión, no son reputados por las leyes como instrumentos públicos, pero para que 

puedan ser considerados como tales, deben contener como característica esencial que pueda 

imputársele a una persona su elaboración o la orden de realizarse, para efectos de su 

reconocimiento. Por tanto, la impresión de Internet de una transferencia electrónica bancaria 

no debe valorarse como una copia simple o un documento privado, toda vez que no puede 

imputarse a una persona su elaboración, ante la falta de firma autógrafa para efectos de su 

reconocimiento, sino que constituye la impresión de la información generada vía electrónica 

y, en consecuencia, tiene la naturaleza de descubrimiento de la ciencia, cuyo valor probatorio 

queda al prudente arbitrio del juzgador, conforme a los artículos 210-A y 217 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al código mercantil referido. Así, 

para valorar la fuerza probatoria de esa documental electrónica, el juzgador deberá atender, 

preponderantemente, a la fiabilidad del método en que fue generada la información, a fin de 

corroborar su contenido, lo que puede acreditarse por medio del código de captura, sello 

digital, o cualquiera otra que permita autenticar su contenido. Además, como esa información 

electrónica es expresada en un documento, ésta puede objetarse en cuanto a su alcance y 

valor probatorio o impugnarse de falsa, para lo cual, deberán seguirse las reglas establecidas 



en el Código de Comercio. 

 

DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 863/2017. Javier de Jesús Gómez Sánchez. 26 de abril de 2018. 

Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Hugo Alfonso Carreón 

Muñoz. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RENTA. LA REGLA I.3.17.10 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 

2013, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 28 DE 

DICIEMBRE DE 2012, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA EN 

PERJUICIO DEL RETENEDOR DEL IMPUESTO. 

 

Conforme al artículo 195, fracción II, inciso a), de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente 

hasta el 31 de diciembre de 2013, y a la regla referida, el impuesto sobre la renta por ingresos 

por intereses se pagará mediante retención de la persona residente en territorio nacional 

aplicando sin deducción alguna la tasa del 4.9%, acorde con los requisitos normativos 

previstos en la regla y el artículo invocados. De esa forma, del análisis de la mecánica 

impositiva aludida, se advierte que el contribuyente material y formal del impuesto sobre la 

renta por los ingresos obtenidos por el pago de intereses y de quien debe analizarse la 

capacidad contributiva que ostenta lo es el residente en el extranjero, y el residente en 

territorio nacional que aplica sin deducción alguna la tasa correspondiente es retenedor o 

responsable tributario solidario, de manera que la situación legal de ambos sujetos es distinta. 

Así, el retenedor no ostenta la capacidad contributiva que releva el hecho imponible del 

impuesto sobre la renta, ni tiene la titularidad de derecho a la igualdad alguno para alegar un 

trato idéntico o similar al del contribuyente o sujeto pasivo de la obligación fiscal. Por ello, 

la única equidad en la obligación de pago del impuesto que puede analizarse es la del 

residente en el extranjero, mas no la del sujeto que realiza la retención, porque es el primero 

quien actualiza el hecho imponible, de modo que al no ser óptimo el término de comparación 

propuesto, ya que no se encuentran en similares circunstancias, la regla I.3.17.10. de la 

Resolución Miscelánea Fiscal para 2013 no viola el principio de equidad tributaria contenido 



en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

en perjuicio del retenedor del impuesto indicado. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo directo en revisión 1322/2018. Maxcom Telecomunicaciones, S.A.B. de C.V. 6 de 

junio de 2018. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 

Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votaron con salvedad José Fernando 

Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidentes: Javier Laynez Potisek y 

Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez 

Jiménez. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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CONTRIBUYENTE Y RETENEDOR. SUS DIFERENCIAS. 

 

Las principales diferencias entre el sujeto de la obligación tributaria de pago (contribuyente) 

y el sujeto pasivo del poder tributario (retenedor), son las siguientes: a) Conducta: el primero 

realiza el hecho imponible, por lo que ostenta su titularidad y, por regla general, la capacidad 

contributiva que el hecho imponible refleja; el segundo no, al ser un tercero que realiza un 

supuesto normativo interrelacionado con ese hecho, que la mayoría de las veces no es 

demostrativo de capacidad contributiva, aunque al realizarse se subroga en la titularidad del 

hecho imponible. b) Fundamento normativo: el primero tiene la obligación de pago del 

impuesto por haber realizado el hecho imponible previsto en la ley respectiva (disposición 

normativa primaria); el segundo tiene la misma obligación de pago, pero no por actualizar el 

hecho imponible, sino por un mandato legal diverso a éste, que es por no retener el impuesto 

(disposición normativa secundaria). c) Posición jurídica: el primero tiene el lugar principal 

en el cumplimiento de la obligación tributaria de pago; el segundo está obligado por ley al 

pago del impuesto en lugar de aquél, sustituyéndolo, siendo el único y verdadero sujeto 

obligado al pago. Por ello, se ha dicho que en la sustitución tributaria existe una desviación 

sustancial total o parcial del proceso normal de imputación normativa de la obligación fiscal, 

pues en vez del sujeto pasivo, otro sujeto queda obligado al pago del tributo. Y, d) Naturaleza: 

el primero es el que, por regla general y en condiciones de normalidad, satisface la obligación 



tributaria de pago; el segundo es un garante personal de la obligación tributaria de pago no 

satisfecha por aquél, que facilita y simplifica la actividad recaudatoria de la autoridad fiscal, 

actuando a título de auxiliar y coadyuvante de ésta, por lo que se establece como un 

mecanismo impositivo especial. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo directo en revisión 1322/2018. Maxcom Telecomunicaciones, S.A.B. de C.V. 6 de 

junio de 2018. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 

Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votaron con salvedad José Fernando 

Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidentes: Javier Laynez Potisek y 

Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez 

Jiménez. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
 

Tesis: 2a. 

XC/2018 (10a.)  
Semanario Judicial de la Federación  Décima Época  

2017965        3 de 

112  

Segunda Sala  
Publicación: viernes 21 de 

septiembre de 2018 10:30 h  
 Tesis Aislada 

(Constitucional)  

 

VALOR AGREGADO. LOS ARTÍCULOS 17 Y 32 DEL REGLAMENTO DE LA LEY 

DEL IMPUESTO RELATIVO, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE 

PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA EN PERJUICIO DE LA AEROLÍNEA QUE 

POR ACUERDO COMERCIAL PRESTA MATERIALMENTE EL SERVICIO DE 

TRANSPORTACIÓN AÉREA DE PERSONAS O BIENES. 

 

Conforme a los artículos 1o., fracción II, 14, fracción II, 16, párrafo tercero y 29, fracciones 

V y VI, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, en el caso de la prestación del servicio de 

transportación aérea de personas o bienes, los sujetos del impuesto al valor agregado son: 1. 

La aerolínea que expide el boleto, cobra y entera el impuesto y se responsabiliza de la 

prestación del servicio (sujeto pasivo formal o contribuyente de derecho); y 2. El consumidor 

o cliente que es quien paga el precio del servicio y el impuesto correspondiente (sujeto pasivo 

material o contribuyente de hecho). Por ello, la aerolínea que presta materialmente el servicio 

de transportación aérea no tiene sitio alguno en la relación tributaria del gravamen referido, 

ya que sólo tiene el carácter de un tercero que entabló una vinculación con la aerolínea que 

expidió el boleto a través de un acuerdo comercial por el que le cobró un cargo interlineal 

que debe incluirse en el precio del servicio de transportación y que se considera no objeto del 

impuesto, de conformidad con el artículo 32 del Reglamento de la Ley en comento. Por tanto, 

la aerolínea que presta materialmente el servicio de transportación aérea de personas o bienes 



no puede acreditar el impuesto al valor agregado derivado de esa relación comercial ni 

ostenta titularidad alguna del derecho inmerso en el principio de proporcionalidad tributaria; 

de ahí que no sea jurídicamente factible que pueda transgredirse en su perjuicio. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo directo en revisión 193/2017. Lan Perú, S.A. 22 de agosto de 2018. Mayoría de 

cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 

Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna 

Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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REVISIÓN FISCAL. DICHO RECURSO PROCEDE CONTRA LA SENTENCIA 

DICTADA POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA EN 

CUMPLIMIENTO A UNA EJECUTORIA EMITIDA POR UN TRIBUNAL 

COLEGIADO DE CIRCUITO AL CONOCER DE UN RECURSO DE REVISIÓN 

FISCAL PREVIO. 

 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 

24/2002, sostuvo que son improcedentes los recursos establecidos en la Ley de Amparo para 

verificar si se encuentra cumplida o no la ejecutoria dictada por un Tribunal Colegiado de 

Circuito en un recurso de revisión fiscal. En ese contexto, si se revocó la sentencia impugnada 

por ese medio de defensa, sin que se haya otorgado plenitud de jurisdicción al tribunal 

administrativo responsable, la lógica del diseño del recurso de revisión fiscal implica que 

procede contra la sentencia dictada en cumplimiento, siempre y cuando se actualice alguno 

de los supuestos del artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo pues, en ese caso, resulta ser la única vía para determinar si efectivamente se 

encuentra cumplida la ejecutoria de mérito, con lo que no se atenta contra la institución de la 

cosa juzgada, ya que no se analiza nuevamente el pronunciamiento de fondo previo, sino si 

el tribunal administrativo responsable cumplió o no con lo ordenado por el Tribunal 

Colegiado de Circuito. 

 

SEGUNDA SALA 

 



Contradicción de tesis 132/2018. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia 

Administrativa del Primer Circuito y los Tribunales Colegiados Primero del Décimo Sexto 

Circuito, Segundo y Tercero del Sexto Circuito, todos en Materia Administrativa. 9 de 

agosto de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 

José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 

Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.  

Tesis y criterio contendientes:  

Tesis VI.3o.A. J/8 (10a.), de título y subtítulo: "REVISIÓN FISCAL. ES 

IMPROCEDENTE CUANDO SE INVOCAN AGRAVIOS QUE YA FUERON 

EXAMINADOS EN DIVERSA REVISIÓN FISCAL O EN AMPARO DIRECTO, POR 

CONSTITUIR ESOS ASPECTOS COSA JUZGADA.", aprobada por el Tercer Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación del viernes 7 de octubre de 2016 a las 10:17 horas, y en la Gaceta 

del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo IV, octubre de 

2016, página 2707,  

Tesis VI.2o.A. J/2 (10a.), de título y subtítulo: "REVISIÓN FISCAL. DICHO RECURSO 

ES IMPROCEDENTE CONTRA LA SENTENCIA DICTADA EN CUMPLIMIENTO A 

UNA EJECUTORIA DE AMPARO DIRECTO CONFORME A LOS LINEAMIENTOS 

EMITIDOS POR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN ESE JUICIO.", 

aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito 

y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de octubre de 2016 a 

las 10:24 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 

Libro 35, Tomo IV, octubre de 2016, página 2673, y  

Tesis PC.I.A. J/87 A (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE REVISIÓN 

INTERPUESTO CONTRA LAS RESOLUCIONES DEFINITIVAS DE LOS 

TRIBUNALES DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. PROCEDE, SIEMPRE QUE SE 

CUMPLAN LOS REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD, AUN CUANDO LA 

SENTENCIA RECURRIDA DERIVE DE UNA EJECUTORIA ANTERIOR EN LA QUE 

NO SE DEJÓ LIBERTAD DE JURISDICCIÓN A LA SALA RESPONSABLE.", 

aprobada por el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación del viernes 18 de noviembre de 2016 a las 10:29 horas, 

y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 36, Tomo III, 

noviembre de 2016, página 2017, y  

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 

Sexto Circuito, al resolver la revisión fiscal 747/2017.  

Tesis de jurisprudencia 96/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión privada del veintidós de agosto de dos mil dieciocho. 

 
Ejecutorias  

Contradicción de tesis 132/2018. 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=28075&Clase=DetalleTesisEjecutorias


 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 24 de septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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RENUNCIA SIN FECHA. PARA OTORGARLE VALOR PROBATORIO CUANDO 

CAREZCA DE ESE DATO Y DESVIRTUAR EL DESPIDO ALEGADO, ES 

NECESARIO QUE AL CONTESTAR LA DEMANDA EL PATRÓN PRECISE LA 

CIRCUNSTANCIA DE TIEMPO EN QUE FUE PRESENTADA. 

 

En la jurisprudencia 2a./J. 2/2002, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, Tomo XV, enero de 2002, página 98, de rubro: "RENUNCIA DEL 

TRABAJADOR, PARA OTORGARLE VALOR PROBATORIO, CUANDO CONSTA 

POR ESCRITO, NO ES NECESARIO QUE AL CONTESTAR LA DEMANDA EL 

PATRÓN PRECISE LAS CIRCUNSTANCIAS DE MODO, TIEMPO Y LUGAR EN QUE 

FUE PRESENTADA, SIN PERJUICIO DE QUE EL DOCUMENTO SE PERFECCIONE 

SI ES CUESTIONADO.", la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

sostuvo que, por regla general, el patrón no está obligado a precisar las circunstancias de 

tiempo, lugar y modo en que fue presentada la renuncia con la cual el trabajador da por 

terminado el vínculo laboral; tal criterio parte del supuesto de que se reúnan dichos requisitos 

en la renuncia, pues es claro que las circunstancias relativas a cómo, cuándo y dónde 

renunció, son propias del escrito cuestionado y la procedencia de la excepción opuesta por el 

patrón dependerá de la valoración que se haga del documento referido; ello, si se parte de la 

idea de que esta declaración unilateral de voluntad no está sujeta a formalidades o requisitos 

específicos, sino que puede asumir diversas formas en su exteriorización escrita, por lo que 

cualquier deficiencia en su redacción, sólo es reprochable a quien se reputa su autor 

(trabajador); acorde, incluso, con la máxima que pregona: "nadie puede volverse contra sus 

propios actos" o "invocar en su favor la causa de nulidad a la que dio lugar", pues ello sería 

ilegal, además de quebrantar el principio de buena fe que rige en los procedimientos 

laborales. Sin embargo, cuando la renuncia por escrito no contiene la fecha de su elaboración 

o presentación, el patrón, excepcionalmente, al contestar la demanda, debe precisar el día en 

que se verificó, bastando con manifestar, por ejemplo, que la renuncia tuvo lugar el mismo 

día en que se dijo despedido el operario, con independencia de que en estricto rigor jurídico 

y procesal, pueda asumirse que esa deficiencia no le es atribuible, sino a la parte obrera; tanto 

más si ésta no argumentó como parte de sus objeciones que la renuncia se hubiera firmado 

en blanco o alguna otra cuestión semejante, de suerte que, si en dicho escrito de renuncia no 



se advierte la fecha en que se elaboró, bastará con que el patrón subsane esa deficiencia, 

atribuible a su autor, aludiendo en la contestación de la demanda, la fecha en que aquélla se 

presentó, para desvirtuar el despido alegado y revertir la carga de la prueba al actor; sobre 

todo cuando se demostró pericialmente que la firma que la calza sí proviene del puño y letra 

de la persona a quien se atribuye su autoría, pues en este supuesto pasa a un segundo término 

cualquier forma, redacción o inconsistencia que dicho documento pueda contener, a 

condición de que no haya duda de que existe dimisión para continuar prestando los servicios 

y salvo prueba en contrario a cargo de esta última. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 629/2017. 7 de junio de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Toss 

Capistrán. Secretario: Arturo Navarro Plata. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RECURSO DE REVOCACIÓN EN MATERIA FISCAL FEDERAL. DEL CÓMPUTO 

DEL PLAZO PARA SU INTERPOSICIÓN DEBEN DESCONTARSE LOS DÍAS DE 

VACACIONES DE LAS AUTORIDADES ESTATALES COORDINADAS ANTE 

QUIENES DEBA PRESENTARSE EL ESCRITO RELATIVO, CUANDO 

PERMANEZCAN CERRADAS AL PÚBLICO SUS OFICIALÍAS DE PARTES. 

 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 

163/2004, sostuvo que para hacer efectivo el derecho de defensa adecuada, contenido en el 

artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deben excluirse del 

plazo para la interposición del recurso de revocación en materia fiscal los días de vacaciones 

generales de las autoridades tributarias federales, aunque hayan sido hábiles para las estatales 

o municipales que actúen como autoridades fiscales federales, ante las cuales deba 

interponerse dicho medio de impugnación, al haber sido las que emitieron el acto impugnado. 

En consecuencia, por mayoría de razón, además de los inhábiles señalados por el artículo 12 

del Código Fiscal de la Federación y por la jurisprudencia referida, deben descontarse del 

cómputo del plazo de treinta días previsto en el artículo 121 del ordenamiento mencionado 

para la interposición del recurso de revocación, los días de vacaciones de las autoridades 



estatales coordinadas en materia fiscal federal ante quienes deba presentarse el escrito 

relativo, cuando sus oficialías de partes permanezcan cerradas al público. 

 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 728/2016. Destilería 501, S.A. de C.V. 3 de mayo de 2018. Unanimidad de 

votos. Ponente: Jorge Héctor Cortés Ortiz. Secretario: Raúl Octavio González Cervantes.  

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 163/2004, de rubro: "REVOCACIÓN FISCAL. 

PLAZO PARA SU INTERPOSICIÓN CONTRA ACTOS EMITIDOS POR 

AUTORIDADES ESTATALES O MUNICIPALES QUE ACTÚAN COMO 

COORDINADAS EN MATERIA FISCAL CON LA FEDERACIÓN. SÓLO DEBEN 

DESCONTARSE DEL CÓMPUTO LOS DÍAS INHÁBILES SEÑALADOS POR EL 

ARTÍCULO 12 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN." citada, aparece 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 

XX, noviembre de 2004, página 120. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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DEVOLUCIÓN DEL IMPUESTO GENERAL DE IMPORTACIÓN. ATENTO AL 

PRINCIPIO DE JERARQUÍA NORMATIVA, SI UN PARTICULAR HACE VALER EL 

TRATO ARANCELARIO PREFERENCIAL PREVISTO POR EL TRATADO DE LIBRE 

COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE, LA SOLICITUD RELATIVA DEBE 

PRESENTARSE EN EL PLAZO DE UN AÑO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 

502, NUMERAL 3, DE ESTE INSTRUMENTO, EN RELACIÓN CON LA REGLA 30 

DE LAS DE CARÁCTER GENERAL RELATIVAS A LA APLICACIÓN DE LAS 

DISPOSICIONES EN MATERIA ADUANERA DEL PROPIO CONVENIO, Y NO EN 

EL DE CINCO AÑOS, ESTABLECIDO EN EL PRECEPTO 22, PÁRRAFO PRIMERO, 

EN RELACIÓN CON EL DIVERSO 146, PÁRRAFO PRIMERO, AMBOS DEL 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 

 

Si bien es cierto que el Congreso de la Unión tiene facultad para legislar en materia tributaria, 

conforme al artículo 73, fracción XXIX, de la Constitución Política de los Estados Unidos 



Mexicanos, de la cual deriva la expedición del Código Fiscal de la Federación y de la Ley de 

los Impuestos Generales de Importación y Exportación, también lo es que esa potestad no 

está exclusivamente reservada a nivel federal, ya que los tratados internacionales suscritos 

por el presidente de la República y aprobados por la Cámara de Senadores, también pueden 

contener disposiciones en dicha materia, circunscritas al tráfico internacional de mercancías. 

Así, debe acudirse al principio de jerarquía normativa, previsto en el artículo 133 

constitucional (interpretado en la tesis aislada P. LXXVII/99 y en la jurisprudencia P./J. 

13/94, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación), para entender en qué rango 

se encuentran las leyes federales, en relación con un tratado internacional y, de ahí, 

comprender su ámbito material de aplicación. Acorde con lo anterior, los tratados 

internacionales se ubican jerárquicamente por encima de las leyes federales, y en un segundo 

plano respecto de la Constitución Federal, motivo por el cual, no es posible, desde un punto 

de vista lógico-formal, que una de éstas pueda contradecir a aquéllos, no solamente en virtud 

de que ambos ordenamientos se encuentran en un plano jerárquico diferente, sino también 

por el ámbito jurídico al que pertenecen, pues un tratado prevé cuestiones jurídicas 

vinculadas con el derecho internacional, entre otras, con el comercio entre países. En estas 

condiciones, si el Tratado de Libre Comercio de América de Norte concede un trato 

arancelario preferencial a los Estados Parte, y un importador se acoge a sus disposiciones, 

debe cumplir con éstas, en tanto que ese beneficio sólo se otorga con motivo de su aplicación, 

excluyendo la legislación federal nacional, como puede ser la Ley de los Impuestos Generales 

de Importación y Exportación. En tal virtud, si un particular hace valer dicho trato arancelario 

preferencial, con motivo de la rectificación de los pedimentos de importación presentados 

ante la autoridad aduanera, no puede alegar la contradicción del tratado internacional con la 

legislación federal, por lo que no tiene derecho a solicitar la devolución del impuesto general 

de importación en el plazo de cinco años, establecido en el precepto 22, párrafo primero, en 

relación con el diverso 146, párrafo primero, ambos del Código Fiscal de la Federación, por 

ser aplicable la previsión expresa de un año a que se refiere el artículo 502, numeral 3, del 

convenio internacional mencionado, en relación con la regla 30 de las de carácter general 

relativas a la aplicación de las disposiciones en materia aduanera del propio tratado. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 490/2017. Hobart Dayton Mexicana, S. de R.L. de C.V. 15 de marzo de 

2018. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Arturo Medel García. Secretario: Luis 

Alberto Martínez Pérez.  

Nota: Las tesis aislada P. LXXVII/99, de rubro: "TRATADOS INTERNACIONALES. SE 

UBICAN JERÁRQUICAMENTE POR ENCIMA DE LAS LEYES FEDERALES Y EN 

UN SEGUNDO PLANO RESPECTO DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL." y de 

jurisprudencia P./J. 13/94, de rubro: "PODERES OTORGADOS EN EL EXTRANJERO. 

PARA QUE SURTAN EFECTOS EN MÉXICO CONFORME AL PROTOCOLO SOBRE 

UNIFORMIDAD DEL RÉGIMEN LEGAL DE LOS PODERES, NO SON NECESARIOS 

SU REGISTRO Y PROTOCOLIZACIÓN MIENTRAS NO LO EXIJA UNA LEY 

FEDERAL." citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, Tomo X, noviembre de 1999, página 46 y en la Gaceta del 



Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Número 78, junio de 1994, página 11, 

respectivamente. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE CONTRIBUCIONES. SISTEMAS PARA 

EFECTUARLA, PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 57 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN. 

 

La legislación y la doctrina reconocen como medidas o alternativas contra la elusión y, más 

específicamente, el fraude a la ley: a) las presunciones (legales); b) las ficciones; y, c) los 

hechos imponibles complementarios. Las primeras tienen como objetivo relevar o dispensar 

de prueba a cierto sujeto y trasladarla a otro que, de no satisfacer esa carga procesal, la 

presunción surte plenamente sus efectos de imputación. Ahora, de la lectura funcional y 

armónica de los tres primeros párrafos del artículo 57 del Código Fiscal de la Federación, se 

advierte que la determinación presuntiva de contribuciones puede efectuarse distinguiendo 

dos sistemas: a) sistema general (primer y segundo párrafos), relativo a contribuciones que 

debieron haberse retenido y aparezca omisión en la retención y entero por más del 3% sobre 

las enteradas; en este supuesto, para efectos de la determinación presuntiva, las autoridades 

fiscales podrán utilizar, indistintamente, cualquiera de los procedimientos previstos en las 

fracciones I a V del artículo 56 del mismo ordenamiento; y, b) sistema específico, relativo a 

retenciones no enteradas correspondientes a los pagos a que se refiere el capítulo I, título IV, 

de la Ley del Impuesto sobre la Renta y el retenedor tenga más de veinte trabajadores a su 

servicio; en este caso, se distinguen dos supuestos de presunción de las contribuciones a 

enterar: i) el primero, aplicable tratándose de pagos de salarios a trabajadores respecto de los 

cuales se realicen cotizaciones al Instituto Mexicano del Seguro Social, ya que si bien el 

párrafo tercero del artículo 57 citado hace referencia de manera general a los "ingresos por 

salarios y en general por la prestación de un servicio personal subordinado", alude a la 

existencia de una relación laboral en donde el patrón efectúa el pago de cotizaciones; así, la 

presunción se obtendrá de aplicar la tarifa que corresponda sobre el límite máximo del grupo 

en que, para efectos del pago de éstas, se encuentre cada trabajador al servicio del retenedor, 

elevado al periodo que se revisa, pues no es viable aplicar este sistema a los demás ingresos 

asimilables a salarios, contenidos en el artículo 110 de la ley mencionada, al no referirse a 

trabajadores que cotizan al organismo indicado; y, ii) el segundo, corresponde al caso en que 

el retenedor no hubiera efectuado el pago de cotizaciones por sus trabajadores, en el cual se 



considerará que las retenciones no enteradas son las que resulten de aplicar la tarifa que 

corresponda sobre una cantidad equivalente a cuatro veces el salario mínimo general de la 

zona económica del retenedor elevado al periodo que se revisa, por cada trabajador a su 

servicio. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 65/2017. Jims Servicios, S.A. de C.V. 5 de abril de 2018. Unanimidad de 

votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretaria: Perla Rocío Mercado Gómez. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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DECLARACIÓN INFORMATIVA A QUE SE REFIERE LA FRACCIÓN II DEL 

ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LA VALIDEZ DE 

LA REGLA 3.9.16. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2017, 

CONTENIDA EN SU PRIMERA RESOLUCIÓN DE MODIFICACIONES, QUE 

AMPLÍA Y DESCRIBE EL TIPO DE INFORMACIÓN QUE AQUÉLLA DEBE 

INCLUIR, SE JUSTIFICA Y ENCUENTRA RACIONALIDAD EN EL EJERCICIO DE 

LA DISCRECIONALIDAD REGULATORIA DESARROLLADA POR EL SERVICIO 

DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, SIN QUE LE SEAN APLICABLES LOS 

PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY Y DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. 

 

El artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en el contexto del Estado regulador, 

otorga al Servicio de Administración Tributaria, mediante una cláusula habilitante, la 

facultad de establecer reglas de carácter general para la presentación de las declaraciones 

informativas (maestra de partes relacionadas, local de partes relacionadas y país por país del 

grupo empresarial multinacional) a que aluden las fracciones I, II y III del propio precepto. 

Es así que dicho órgano podrá solicitar información conducente y relacionada con los fines 

y propósitos ahí propuestos, e incluirá los medios y formatos correspondientes. En ese 

sentido, la regla 3.9.16. de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2017, contenida en su 

primera resolución de modificaciones, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 

de mayo de 2017, que amplía y describe el tipo de información que debe incluir la declaración 

informativa a que se refiere la fracción II del precepto mencionado, no debe someterse a las 



exigencias o límites de los principios de reserva de ley ni de subordinación jerárquica, ya que 

éstos, al estar sujetos al principio de legalidad como restricciones, son exclusivos de la 

facultad reglamentaria del Presidente de la República –acotada por la propia ley– y distintos 

de los que aplican en el modelo de Estado regulador, como sucede con el Servicio de 

Administración Tributaria, donde la norma habilitante señala fines o propósitos y reserva al 

ente elegir u organizar los medios más eficientes para lograrlos, con base en ciertos márgenes 

de discrecionalidad, por ser un órgano especializado, cuya encomienda institucional consiste 

en regular técnicamente ciertas actividades económicas o sectores sociales de manera 

independiente, a través de todos los medios razonables para alcanzar su finalidad. Ello 

encuentra explicación, en razón de que ante el modelo de Estado regulador, los poderes 

clásicos no podrían reclamar la titularidad exclusiva de la función jurídica que tenían 

asignada; de ahí que los órganos reguladores no pueden ser acusados de usurpar alguna de 

esas funciones. Por el contrario, éstos son titulares de competencias mixtas (cuasi legislativas, 

cuasi jurisdiccionales y cuasi ejecutivas), precisa y exclusivamente para el cumplimiento de 

una función regulatoria técnica en el sector de su competencia, en armonía y como 

complemento a las funciones de los poderes clásicos, ya que la división funcional clásica de 

atribuciones no opera de manera tajante y rígida, identificada con los órganos que la ejercen, 

sino que se estructura con la finalidad de establecer un adecuado equilibrio de fuerzas, 

potestades y capacidades especializadas, mediante un régimen de cooperación y 

coordinación que funciona como medio de control recíproco y limitado, a fin de evitar la 

arbitrariedad en el ejercicio del poder público y garantizar la unidad, establecimiento y 

preservación del Estado de derecho. Por tanto, la validez de la regla 3.9.16. citada se justifica 

y encuentra racionalidad en el ejercicio de la discrecionalidad regulatoria desarrollada por el 

Servicio de Administración Tributaria, al no desbordar los fines y propósitos de la norma 

habilitante. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 39/2018. Pfizer, S.A. de C.V. 24 de marzo de 2018. Unanimidad de 

votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretario: Oswaldo Iván de León Carrillo. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
 

 

 


